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¿EL ESTADO PERUANO TIENE LA OBLIGACIÓN DE REGULAR LAS UNIONES 
CIVILES?: UN ANÁLISIS DESDE LA PERSPECTIVA DEL DERECHO 





Actualmente nuestro país está atento al debate que debe efectuar la Comisión de Justicia del Congreso sobre 
los tres proyectos de ley referidos a la unión civil entre personas del mismo sexo. Uno de los proyectos ha 
sido presentado por el congresista Carlos Bruce, de Concertación Parlamentaria que propone crear un quinto 
estado civil: "el de compañeros civiles". Los otros dos proyectos han sido presentados por los congresistas 
fujimoristas Julio Rosas y Martha Chávez que se refieren a asuntos patrimoniales entre las parejas del mismo 
sexo. En este contexto, el Proyecto de Ley que más discusión ha ocasionado es el Proyecto presentado por 
Bruce, quien afirma que al ser todas las personas iguales ante la ley, tenemos los mismos derechos; en razón 
de lo cual considera que los gays no tienen los mismos derechos, por lo que es imprescindible que se regulen 
las relaciones de las parejas del mismo sexo, pues esta es una obligación que tiene el Estado Peruano en virtud 
del Derecho Internacional de los Derechos Humanos. Por ello, en este ensayo se analiza si efectivamente el 
Estado peruano está obligado a regular las uniones entre parejas del mismo sexo a fin de proteger sus 
derechos humanos. 
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SUMARIO 
Introducción. I. ¿Es la orientación sexual un nuevo Derecho en virtud del Derecho Internacional de los 
Derechos Humanos? II. ¿La normativa internacional obliga al Estado Peruano a legalizar las uniones civiles 
entre personas del mismo sexo? III. ¿La falta de regulación de las uniones civiles entre personas del mismo 
sexo implica discriminación o trato diferenciado? IV. A manera de conclusión. 
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Introducción 
En marzo de 2014 la Comisión de Justicia y Derechos Humanos del Congreso de la República 
emitió un predictamen sobre los Proyectos de Ley 2647/2013-CR, 1393/2012-CR, 2801/2013-CR y 
3273/2013-CR, mediante los cuales se propone crear la ley de Unión Civil, la de Patrimonio 
Compartido, la de Atención Mutua y el Régimen de Sociedad Solidaria, respectivamente.  
En el año 2012 el congresista Carlos Bruce presentó el Proyecto de Ley Nº 1393/2012-CR, con el 
propósito de crear un patrimonio autónomo, denominado Patrimonio Compartido, mediante el cual 
se originen derechos y obligaciones de carácter patrimonial, cuya administración corresponderá a 
las partes contratantes. Posteriormente, en setiembre de 2013 presentó el Proyecto de Ley Nº 
2647/2013-CR1, con la finalidad de establecer la Unión Civil, no matrimonial, para personas del 
mismo sexo, a fin de regular derechos y obligaciones de carácter patrimonial entre sus integrantes, 
denominados compañeros civiles.  
El congresista Julio Pablo Rosas Huaranga presentó en octubre de 2013 el Proyecto de Ley Nº 
2801/2013-CR2, que propone crear la institución jurídica denominada Atención Mutua, a fin de 
establecer derechos y obligaciones patrimoniales, incluyendo derechos pensionarios o hereditarios, 
entre dos personas que sin tener un vínculo matrimonial o convivencial, han mantenido intereses 
comunes por un tiempo prolongado.  
En marzo de 2014 la congresista Martha Chávez Cossío presentó el Proyecto de Ley Nº 3273/2013-
CR3, a fin de crear el Régimen de Sociedad Solidaria para reconocer y establecer derechos 
patrimoniales, generados entre dos personas mayores de edad, que deciden voluntariamente hacer 
vida en común, con el objeto de brindarse asistencia solidaria mutua.  
De todos los proyectos presentados, el Proyecto de Ley 2647/2013-CR tiene la finalidad de que el 
Estado reconozca legalmente la relación de las parejas del mismo sexo; alegando que si el Estado 
peruano no reconoce dichas parejas con alguna figura legal estaría perpetuando la discriminación 
contra dichas minorías. Del mismo modo la fundamentación del proyecto de ley indica que regular 
este tipo de uniones constituye un Derecho de las personas homosexuales y que el Estado peruano 
está obligado a garantizarlo en virtud de los Tratados internacionales ratificados. 
1 Este Proyecto de Ley se encuentra disponible en: http://3.elcomercio.e3.pe/doc/0/0/8/6/0/860941.pdf 
2 Este Proyecto de Ley se encuentra disponible en: http://3.elcomercio.e3.pe/doc/0/0/8/6/0/860942.pdf 
3 Este Proyecto de Ley se encuentra disponible en: http://3.elcomercio.e3.pe/doc/0/0/8/6/0/860947.pdf 
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Este Proyecto ha sido avalado por el Ministerio de Justicia, indicando lo siguiente4: 
a) El Proyecto de Ley no solo resulta jurídicamente viable, sino que es representativo de una
concreción esencial de los derechos fundamentales al libre desarrollo de la personalidad y a la 
igualdad y no discriminación.  
d) De acuerdo a una interpretación del principio-derecho a la igualdad y no discriminación de
conformidad con el Derecho Internacional de los Derechos Humanos, los Estados deben asegurar 
que las parejas del mismo sexo reciban, en esencia, análogo tratamiento y tengan derecho a las 
mismas prestaciones que las parejas heterosexuales. Por ende, la Unión Civil no matrimonial entre 
personas del mismo sexo representa la concretización por parte del legislador de una obligación 
proveniente de la Constitución Política interpretada de conformidad con los tratados sobre 
derechos humanos.  
El informe emitido por el Ministerio de Justicia, en el mismo sentido que el referido Proyecto de 
Ley, afirma que el Estado peruano tiene la obligación de regular las uniones civiles entre personas 
del mismo sexo, pues de lo contrario, la falta de regulación puede ser considerada como un abuso 
de la mayoría, o puede ser calificada como una situación de discriminación de jure o de facto creada 
por el Estado. 
En este contexto, en el presente ensayo se analizará en primer lugar si la orientación sexual 
constituye un Derecho (I), en virtud del cual el Estado peruano estaría obligado por la normativa 
internacional a regular las uniones civiles entre personas del mismo sexo (II), por lo que ante la falta 
de regulación de las mismas incurriría en un supuesto de discriminación (III). 
I. ¿Es la orientación sexual un nuevo Derecho en virtud del Derecho Internacional de los 
Derechos Humanos? 
Según los datos recopilados por la Oficina de Derechos Humanos de las Naciones Unidas en el 
mundo existen muchos países en los que aun se desarrolla una amplia gama de violaciones de los 
4 MINISTERIO DE JUSTICIA Y DERECHOS HUMANOS. Informe Nº -2014-JUS/DGDH, opinión sobre el 
Proyecto de Ley Nº 2647/2013-CR, que establece la Unión Civil no matrimonial para personas del mismo 
sexo, 24 de febrero de 2014, pp. 25 y 26. 
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derechos humanos cometidas contra las personas por su condición de personas homosexuales. Entre 
las que la ONU destaca5: 
- Agresiones violentas, que abarcan desde el abuso verbal agresivo y la intimidación 
sicológica hasta la violencia física, las golpizas, la tortura, el secuestro y los asesinatos 
selectivos. 
- Leyes penales discriminatorias, esgrimidas a menudo para hostigar y castigar a las personas 
homosexuales. 
- Restricciones discriminatorias a la libertad de expresión y restricciones conexas al ejercicio 
de los derechos de libertad de expresión, asociación y reunión. 
- Prevenir la tortura y los tratos crueles, inhumanos y degradantes contra las personas 
homosexuales que estén detenidas, prohibiendo y sancionando este tipo de actos y 
asegurando que se ofrezca una reparación a las víctimas. 
-  Trato discriminatorio, que puede ocurrir en una variedad de entornos cotidianos, incluidos 
lugares de trabajo, escuelas, hogares de familia y hospitales.  
El argumento en favor de reconocer a las personas homosexuales los mismos derechos que gozan 
todas las demás personas se basa en dos principios fundamentales en que se sustentan las normas 
internacionales de Derechos Humanos: igualdad y no discriminación. 
Los organismos de Naciones Unidas fundamentan esta postura en el primer párrafo del artículo 1 de 
la Declaración Universal de Derechos Humanos: “Todos los seres nacen libres e iguales en dignidad 
y derechos”. No obstante, es importante hacer una lectura correcta de dicha fundamentación. Lo que 
Naciones Unidas busca es evitar en el mundo la discriminación contra estas personas en el mercado 
laboral, en las escuelas y en los hospitales y en ciertos casos cuando son maltratadas y desheredadas 
por sus propias familias; o combatir el hecho de que en muchas ciudades del mundo aun son 
víctimas selectivas de ataques físicos: palizas, golpes, abuso sexual, tortura y asesinato. En todos 
estos casos, el Estado que permita o que no reaccione ante este tipo de violaciones estará 
incumpliendo las obligaciones asumidas al ratificar los tratados de Derechos Humanos6. 
5 CONSEJO DE DERECHOS HUMANOS. Leyes y prácticas discriminatorias y actos de violencia cometidos 
contra personas por su orientación sexual e identidad de género. Informe del Alto Comisionado de las 
Naciones Unidas para los Derechos Humanos. Asamblea General Naciones Unidas, 19° período de sesiones. 
A/HRC/19/41, 17 noviembre de 2011, parágrafos 48 – 67. 
6 Cfr. NACIONES UNIDAS. Nacidos Libres e Iguales. Orientación sexual e identidad de género en las 
normas internacionales de derechos humanos. Oficina del Alto Comisionado de Derechos Humanos. Ginebra, 
Suiza, 2012. p. 5. 
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Es importante comprender que en los tipos de violaciones documentados por Naciones Unidas no se 
señala que exista violación al Derecho a la orientación sexual, pues la orientación sexual no ha sido 
reconocida como un Derecho en el Derecho Internacional de los Derechos Humanos, ello se ve 
reflejado en el hecho de que ningún tratado de Derechos Humanos regula la orientación sexual 
como un Derecho.  Así, lo ha expresado Navi Pillay, Alta Comisionada de las Naciones Unidas para 
los Derechos Humanos: “Cuando planteo la cuestión de la violencia y la discriminación contra las 
personas por su orientación sexual o identidad de género, hay quienes se quejan de que pregono 
‘nuevos derechos’ o ‘derechos especiales’, pero no hay nada nuevo ni especial acerca del derecho 
a la vida y a la seguridad de la persona, ni del derecho a estar libre de discriminación. Esos y otros 
derechos son universales, consagrados en el derecho internacional pero denegados a muchos de 
nuestros congéneres por su orientación sexual o identidad de género.”7 
En este sentido, la problemática registrada por Naciones Unidas hace referencia a violaciones de 
derechos reconocidos en todos los Tratados de Derechos Humanos, como el derecho a la vida,  a la 
integridad física, a la libertad de expresión, a la intimidad, a la educación, a la salud, la prohibición 
de la tortura, entre otros; que son derechos naturales reconocidos por todos los Estados 
universalmente desde la Declaración Universal de Derechos Humanos, el Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos, el Pacto internacional de Derechos Económicos Sociales y Culturales, 
y a nivel Americano, la Convención Americana de Derechos Humanos.  
En dichos instrumentos internacionales los Estados se han obligado a proteger todos los derechos 
listados sin ningún tipo de discriminación, a todas los individuos por igual, sin tener en cuenta si 
son heterosexuales u homosexuales, teniendo como fundamento la dignidad del hombre; por lo 
tanto, el sentido de la protección es general para los seres humanos con todas sus individualidades y 
particularidades. 
Los distintos órganos creados por los Tratados de Derechos Humanos subrayan el principio de 
igualdad como regla general para la protección y promoción de los derechos que reconocen, y 
especialmente prohíben la discriminación en función de las clasificaciones: “raza, color, sexo 
idioma, religión, opinión política o de otra índole, origen nacional o social, posición económica, 
nacimiento o cualquier otra condición social”8.  
7 Cfr NACIONES UNIDAS. Nacidos Libres e Iguales. Op. Cit. p. 64. 
8 Cfr. artículo 2° de la Declaración Universal de Derechos Humanos. Artículo 2° del Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos donde se incluye una sola modificación, donde la Declaración estableció 
“cualquier otra condición”, el Pacto dispuso, “cualquier otra condición social”. Artículo 2° del Pacto 
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Asimismo, estos órganos internacionales o regionales, encargados de la aplicación y monitoreo de 
los Tratados de Derechos Humanos han interpretado que la cláusula “cualquier otra condición 
social” o fórmulas equivalentes, son una especie de cláusula numerus apertus en las que se  incluye 
además de nociones como edad, estado de salud, lugar de residencia, entre otros, la categoría de 
“inclinación sexual” u “orientación sexual”9, señalando que los Estados deben cerciorarse que a 
través de dicha categoría se evite que todas las personas se vean privadas de gozar de los derechos 
reconocidos. 
Es importante hacer una lectura correcta de dicha interpretación, la misma que no establece que la 
orientación sexual sea un Derecho, sino una forma más de discriminación, respetando el sentido que 
los Estados quisieron darle a la cláusula estándar de discriminación que todos los Tratados 
Internacionales de Derechos Humanos consideran, es decir, de no incluir una lista cerrada, sino 
abierta a diferentes posibilidades que puedan privar a los individuos del goce efectivo de los 
derechos reconocidos por los Estados en los diferentes Tratados de Derechos Humanos que existen 
en la actualidad.  
En este contexto, no debe considerarse que la cláusula “cualquier otra condición social” se 
incorporó para favorecer solamente a las llamadas minorías sexuales, o para incorporar “nuevos 
derechos”, pues ello iría contra la voluntad pactada por los Estados al aprobar el texto de un 
Tratado, es decir sería negar uno de los principios fundamentales del Derecho de los Tratados:  
Pacta Sunt Servanda10; y además atentaría contra el principio general de interpretación de los 
Tratados: un Tratado debe ser interpretado de buena fe conforme al sentido corriente que haya de 
atribuirse a los términos del tratado en el contexto de éstos y teniendo en cuenta su objeto y fin11; 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales.  Artículo 1° de la Convención Americana de 
Derechos Humanos. 
9 COMITÉ DE DERECHOS ECONÓMICOS, SOCIALES Y CULTURALES. Observaciones generales. 
Observación Nº 20, E/C.12/GC/20, parágrafo 32. 
10 Artículo 26. "Pacta sunt servanda". Todo tratado en vigor obliga a las partes y debe ser cumplido por ellas 
de buena fe. 
Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados. U.N. Doc A/CONF.39/27 (1969), 1155 U.N.T.S. 331, 
adoptada el 23 de mayo de 1969 y entró en vigor el  27 d enero de 1980. 
11 Artículo 31. Regla general de interpretación. I. Un tratado deberá interpretarse de buena fe conforme al 
sentido corriente que haya de atribuirse a los términos del tratado en el contexto de estos y teniendo en 
cuenta su objeto y fin. 
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por lo que en virtud de estos principios no se puede dar un sentido distinto a ninguna disposición de 
un Tratado. 
Del mismo modo, es necesario recordar que vía interpretación, aunque se trate de órganos 
autorizados por los mismos Tratados, no se pueden crear derechos superponiéndose al consenso de 
los Estados partes, en cualquier caso los instrumentos internacionales regulan en su propio texto la 
formalidad a seguir a fin de enmendar el Tratado12; por lo que si los Estados quisieran incluir otros 
derechos, deben respetar el procedimiento por ellos establecido para modificar el Tratado. 
Al respecto, es necesario tener en cuenta lo afirmado por CASSESE: “….los tratados 
internacionales que establecen obligaciones en el sector de los derechos humanos deben ser lo más 
claros posibles y precisos: es necesario evitar formulaciones vagas y fumosas, como también 
excesivas limitaciones a la libertad de los singulares Estados….”13; en consecuencia, la existencia o 
reconocimiento de nuevos derechos no puede ser inferido vía interpretación. 
2. Para los efectos de la interpretación de un tratado. El contexto comprenderá, además del texto, incluidos
su preámbulo y anexos: 
a) todo acuerdo que se refiera al tratado y haya sido concertado entre todas las partes con motivo de la
celebración del tratado: 
b) todo instrumento formulado por una o más partes con motivo de la celebración del tratado y aceptado por
las demás como instrumento referente al tratado; 
3. Juntamente con el contexto, habrá de tenerse en cuenta:
a) todo acuerdo ulterior entre las partes acerca de la interpretación del tratado o de la aplicación de sus
disposiciones: 
b) toda práctica ulteriormente seguida en la aplicación del tratado por la cual conste el acuerdo de las partes
acerca de la interpretación del tratado: 
c) toda forma pertinente de derecho internacional aplicable en las relaciones entre las partes.
4. Se dará a un término un sentido especial si consta que tal fue la intención de las partes.
Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados. U.N. Doc A/CONF.39/27 (1969), 1155 U.N.T.S. 331, 
adoptada el 23 de mayo de 1969 y entró en vigor el  27 d enero de 1980. 
12 Cfr. Artículo 29 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Artículo 51 del 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. Artículos 76 y 77 de la Convención Americana de 
Derechos Humanos. 
13 CASSESE, Antonio. Diritto Internazionale. Il Problemi della Comunita Internazionale. Il Mulino. 
Bologna, 2004. p. 90 (la traducción es nuestra).   
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En este contexto, la obligación primaria que asumen los Estados Partes al ratificar un Tratado de 
Derechos Humanos es la de respetar los derechos y libertades reconocidos en dicho documento, 
debiendo garantizar que todos esos derechos se cumplan de manera efectiva dentro de su territorio 
sin que se configure ninguna de las categorías de discriminación aceptadas universalmente. Por ello, 
el Estado debe garantizar el ejercicio de los derechos por ser atributos inherentes a la dignidad 
humana y, en consecuencia, superiores al poder del Estado. Este deber conlleva la obligación de 
adecuar toda su Derecho interno a fin de eliminar discriminaciones que puedan privar a todos los 
individuos del goce efectivo de los derechos universalmente reconocidos. 
En consecuencia, el Estado Peruano al haber ratificado la mayoría de Tratados de Derechos 
Humanos que actualmente existen14, está obligado a garantizar el goce efectivo de los derechos 
universalmente aceptados, eliminado todas las formas de discriminación que han sido reconocidas 
por la comunidad internacional, entre ellas la categoría de discriminación debido a la orientación 
sexual de las personas. Asimismo, al no existir un Derecho a la orientación sexual en el Derecho 
Internacional de los Derechos Humanos, el Estado peruano no está obligado a incorporar la 
orientación sexual como un derecho en su legislación interna. 
II. ¿La normativa internacional obliga al Estado Peruano a legalizar las uniones civiles entre
personas del mismo sexo? 
14 Convención internacional sobre la eliminación de todas las formas de discriminación racial. (Aprobada 
mediante Decreto Ley Nº 18969 del 21 de septiembre de 1971. Instrumento de ratificación del 22 de 
septiembre de 1971, depositado el 29 de septiembre de 1971. Entró en vigencia para el Perú el 29 de octubre 
de 1971.); Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer. (Aprobada 
mediante Resolución Legislativa Nº 23432 del 4 de junio de 1982. Instrumento de ratificación del 20 de 
agosto de 1982, depositado el 13 de septiembre de 1982. Entró en vigor para el Perú el 13 de octubre de 
1982.); Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad. (Suscrita por el Estado peruano el 
30 de marzo del 2007.); Convenio 111 de la OIT relativo a la discriminación en materia de empleo y 
ocupación. (Aprobada mediante Decreto Ley Nº 17687 del 6 de junio de 1969. Instrumento de ratificación del 
30 de junio de 1970. Entró en vigencia el 10 de agosto de 1970.); Convención relativa a la lucha contra las 
discriminaciones en la esfera de la enseñanza. (Aprobada mediante Resolución Legislativa Nº 16277 del 20 de 
octubre de 1966. Instrumento de ratificación del 19 de diciembre de 1966, depositado el 19 de diciembre de 
1966. Entró en vigor para el Perú el 19 de marzo de 1967.); Convención internacional sobre la represión y 
castigo del crimen del apartheid. (Aprobada por Decreto Ley Nº 22280 del 5 de septiembre de 1978. 
Instrumento de adhesión del 11 de octubre de 1978, depositado el 1 de noviembre de 1978. Entró en vigor 
para el Perú el 1 de diciembre de 1978.); Convenio 169 de la OIT sobre los pueblos indígenas y tribales en 
países independientes. (Aprobada mediante Resolución Legislativa Nº 26253 del 5 de diciembre de 1993. 
Instrumento de ratificación del 17 de enero de 1994, depositado el 2 de febrero de 1994. Entró en vigor para 
el Perú el 2 de febrero de 1995.); Convención interamericana para la eliminación de todas las formas de 
discriminación contra las personas con discapacidad. (Aprobada mediante Resolución Legislativa Nº 27484 
del 15 de junio del 2001. Instrumento de ratificación del 2 de julio del 2001, depositado el 30 de agosto del 
2001. Entró en vigor para el Perú el 29 de septiembre del 2001.) 
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En la fundamentación que expone el congresista Bruce, invoca como base de la regulación de las 
uniones civiles una serie de documentos internacionales, tales como: Resolución 60/251 de la 
Asamblea General de las Naciones Unidas, del 15 de marzo de 2006, en la que se dispuso que el 
Consejo de Derechos Humanos sería responsable de promover el respeto universal por la protección 
de todos los derechos humanos y libertades fundamentales de todas las personas, sin distinción de 
ningún tipo y de una manera justa y equitativa; Resolución de la Asamblea General de las Naciones 
Unidas A/63/63515 que contiene la Declaración sobre Derechos Humanos, Orientación Sexual, 
Identidad de Género del 22 de diciembre de 2008; Resolución A/HRC/RES/17/19, aprobada en el 
17º período de sesiones del Consejo de Derechos Humanos sobre Orientación Sexual e Identidad de 
Género del 14 de junio de 201116; los Principios de Yogyakarta sobre la aplicación del Derecho 
Internacional de los Derechos Humanos en relación con la orientación sexual y la identidad de 
género, presentados el 26 de marzo de 2007 ante el Consejo de Derechos Humanos de las Naciones 
Unidas; Observación General N° 20 del Comité de Derechos Económicos, sociales y Culturales;  
Observación General N° 13 del Comité sobre  los Derechos del Niño; Observación N° 2 del Comité 
contra la Tortura; Observación General N° 28 del Comité sobre la Eliminación de la Discriminación 
contra las mujeres, entre otros; los mismos, que afirma serían vinculantes para el Estado peruano y 
los que le impondrían una obligación de regular las uniones civiles. 
Al respecto es necesario analizar los documentos antes mencionados desde la óptica de las fuentes 
de obligaciones para los Estados conforme a lo regulado por el Derecho Internacional, a fin de 
determinar cuáles instrumentos son obligatorios y cuáles corresponden al denominado “soft law”.  
Las negociaciones interestatales clásicas han evolucionado desde producirse aisladamente entre 
Estados hasta concretarse actualmente por la acción de las Organizaciones Internacionales y los 
procesos de armonización legislativa. En este contexto, el instrumento clave de estos procesos no es 
el Tratado internacional (hard law) sino una serie de documentos que han sido denominados por la 
doctrina internacional como soft law. 
El significado de soft law depende del concepto que se tenga del Derecho Internacional. El término 
es usualmente empleado por la doctrina para describir principios, reglas, estándares o directrices 
que carecen de efecto vinculante17. THÜRER considera al soft law “como un fenómeno de las 
15 Este documento está disponible en: http://www.oas.org/dil/esp/orientacion_sexual_Declaracion_ONU.pdf 
16Este documento está disponible en: http://daccess-dds-
ny.un.org/doc/UNDOC/GEN/G11/148/79/PDF/G1114879.pdf?OpenElement 
17 Cfr. SZTUCKI, Jerzy, “Reflections on International “Soft law”, RAMBERG, Jan, et al. (eds), Festskrifttill 
Lars Hjerner. Studies in International Law, Norstedts, Stock holm, 1990, pp. 549-575. 
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relaciones internacionales que cubre todas aquellas reglas sociales generadas por los Estados u otros 
sujetos del Derecho Internacional que no son vinculantes”18. 
Este fenómeno abarca una amplia gama de documentos internacionales: resoluciones de 
Organizaciones Internacionales, recomendaciones e informes adoptados por organismos 
internacionales, o dentro de conferencias internacionales; programas de acción; textos de Tratados 
que no han entrado en vigor, declaraciones interpretativas de determinados Tratados o Convenios; 
disposiciones programáticas o non-self-executing; acuerdos no normativos, acuerdos políticos o 
gentlemen’s agreement, códigos de conducta, directrices, estándares, etc19. Así, para SHELTON se 
puede considerar la existencia de un soft law primario integrado por los textos normativos que no 
han sido adoptados en la forma de un Tratado, que se dirigen a la comunidad internacional en su 
conjunto, o a todos los miembros de una Organización Internacional. Tal instrumento podría 
declarar nuevas normas, a menudo, puede ser la etapa previa a la adopción de un Tratado, o podría 
reafirmar la elaboración posterior de normas previamente adoptadas como textos no vinculantes.  El 
soft law secundario incluye las recomendaciones y observaciones generales de los órganos 
supervisores de los Tratados de Derechos Humanos, la jurisprudencia de los Tribunales 
Internacionales y de los Comités, decisiones de los relatores especiales, entre otros; y las 
resoluciones de los órganos políticos de las Organizaciones Internacionales aplicando normas 
primarias”20.  
En este sentido, si bien los instrumentos soft law se caracterizan por ser documentos que reflejan la 
tendencia actual de la comunidad internacional para una mayor interrelación, interdependencia y 
globalización21.22; no obstante ello no implica que dichos instrumentos impongan obligaciones 
internacionales vinculantes para los Estados23.  
18 THÜRER, Daniel, “Soft Law”, en Bernhardt, R. (ed.), Encyclopedia of Public International Law, 2000, p. 
454. (la traducción es nuestra). 
19 SHELTON, Dinah, “Law, Non-law and the problem of ‘Soft Law”, en Commitment and compliance. The 
role of non-binding norms in the international legal system, New York, Oxford University Press, 2000, pp. 
449-450. 
20 Ibidem. 
21 Cfr. WOLFGANG, H. y Martin Witte, Jan, “Interdependence, Globalization, and Sovereignty: The Role of 
Non-binding International Legal Accords” y O’Connell, Mary Ellen, “The role of Soft Law in a Global 
Order”, ambos en Shelton, Dinah (ed.), Commitment and Compliance. The Role of Non-binding Norms in the 
International Le gal Sys tem, New York, Oxford University Press, 2000, pp. 76-114. 
22 Cfr. HEY, Ellen, “Hard Law, Soft Law, Emerging International Environmental Law and the Ocean 
Disposal Options for Radioactive Waste”, en Netherlands International Law Re view, WL, 1993, pp. 405-448. 
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En el caso específico de las Resoluciones de la Asamblea General de Naciones Unidas (AGNU), es 
necesario tener presente que se trata de un fenómeno de creación de normas jurídicas propias de la 
globalización que no constituyen per se normas jurídicas. Las resoluciones no vinculantes de 
Organizaciones Internacionales (recomendaciones) despliegan una actividad normativa indirecta o 
exhortativa, por cuanto proponen una conducta deseable, más no obligatoria para los Estados24; por 
lo tanto su aplicación es flexible, y no compromete la responsabilidad internacional de los Estados. 
En el mismo sentido, BROTONS ha señalado que el Estado que “[v]ota afirmativamente un 
proyecto de resolución, sea cual sea su alcance y resultado, no puede alimentar la presunción de que 
entre sus partidarios se ha establecido una relación convencional”25.  
Si bien es cierto en ocasiones se ha indicado que el contenido de las resoluciones de la AGNU 
puede devenir obligatorio en tanto que costumbre internacional, no obstante, se ha enfatizado que 
para que ello suceda siempre se debe verificar tanto la opinio iuris como la práctica necesaria de los 
Estados, la falta de objeción que demuestre que entre los Estados ha nacido una obligación 
jurídicamente vinculante y oponible entre ellos; si estos elementos no son identificables, no se 
puede afirmar que existe un consenso ni mucho menos que exista una obligación exigible entre los 
Estados.  
Respecto a la regulación de las uniones civiles entre personas del mismo sexo, si bien es cierto que 
en los documentos invocados por el congresista Bruce se exhorta a los Estados a regular este tipo de 
uniones, ello no debe considerarse como una obligación para el Estado Peruano, pues, el estado de 
las cosas actual es que los Estados no han llegado a un consenso definitivo sobre la materia, es decir 
que no se puede probar la existencia de una opinio iuris que genere una consciencia de 
obligatoriedad, ni tampoco la existencia de una práctica generalizada de regulación de este tipo de 
uniones; lo cual puede constatarse en la mínima cantidad de Estados que han firmado dichos 
FITZMAURICE, Malgosia, “International Protection of the Environment”, Recueil des Cours 2001, t. 293, 
2002, pp. 9-488. 
23 Cfr. CASSESE, Antonio, International law, Oxford University Press, 2002, pp. 160-161. 
24 Cfr. VIRALLY, Michael. “A propos de la Lex ferenda”, en Mélanges offerts à Paul Reuter. Le Droit 
international: unité et diversité, Paris, Pedone, 1981, p. 526. 
25 BROTÓNS, Remiro, Derecho Internacional Público, Derecho de los tratados, Madrid, Tecnos, 1987, p. 
31.
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documentos: 30 Estados en el caso de los Principios de Yogyakarta; y 23 en el caso de la 
Resolución A/HRC/RES/17/1926.  
Del mismo modo, es importante dejar bien en claro que estos documentos, que según lo afirmado 
por el Congresista Bruce impondrían una obligación de regular las uniones civiles en la forma que 
su proyecto de ley plantea, no han sido firmados por el Estado peruano; por lo que en virtud del 
Derecho Internacional de los Derechos Humanos no constituyen fuente de obligaciones para el 
Perú, encontrándose libre en ejercicio de su soberanía de no establecer ningún tipo de regulación 
sobre la materia. 
III. ¿La falta de regulación de las uniones civiles entre personas del mismo sexo implica
discriminación o trato diferenciado? 
Al no existir una norma jurídica que obligue al Estado a regular las uniones civiles entre las 
personas del mismo sexo, sería incorrecto afirmar que la falta de regulación constituiría un acto de 
discriminación encubierto por parte del Estado peruano. Teniendo en cuenta que por discriminación 
se entiende toda distinción, exclusión, restricción o preferencia u otro trato diferente que directa o 
indirectamente se base en los motivos prohibidos de discriminación y que tenga por objeto o por 
resultado anular o menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio, en condiciones de igualdad, de 
los derechos reconocidos en los Tratados de Derechos Humanos, es importante subrayar que la 
palabra discriminación no se ajusta al presente caso, pues, en el Derecho Internacional de los 
Derechos Humanos, no toda tratamiento jurídico diferente constituye necesariamente 
discriminación, si la distinción obedece a un fin legítimo y la medida se aplica de manera 
proporcional a dicho fin27.  
En este contexto, se niega categóricamente cualquier acto de discriminación contra las personas que 
no mantienen una conducta heterosexual. El pronunciamiento que no esté a favor de una figura 
jurídica que pretende equipararse al matrimonio no puede ser considerado como una discriminación 
26 Esta Resolución fue aprobada de la siguiente forma: Votos a favor: Argentina, Bélgica, Brasil, Chile, Cuba, 
Ecuador, Eslovaquia, España, Estados Unidos de América, Francia, Guatemala, Hungría, Japón, Mauricio, 
México, Noruega, Polonia, Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte, República de Corea, Suiza, 
Tailandia, Ucrania, Uruguay. Votos a favor: Argentina, Bélgica, Brasil, Chile, Cuba, Ecuador, Eslovaquia, 
España, Estados Unidos de América, Francia, Guatemala, Hungría, Japón, Mauricio, México, Noruega, 
Polonia, Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte, República de Corea, Suiza, Tailandia, Ucrania, 
Uruguay. Abstenciones: Burkina Faso, China, Zambia. 
27 Cfr. Caso Margarita Cecilia Barbería Miranda contra Chile. Informe de la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos Nº 56/10. 18 de marzo de 2010. Fundamento 35.   
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encubierta contra las personas LGTB. Simplemente es reconocer el ámbito de aplicación del 
Derecho y su alcance para regular conductas en la sociedad.  
El Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales en su interpretación de la discriminación 
ha determinado que ésta puede ser formal y sustantiva. En el caso de la discriminación formal es 
preciso que los Estados aseguren su erradicación estableciendo que la Constitución, las leyes y las 
políticas de Estado no discriminen por ninguno de los motivos prohibidos. Para el caso de la 
discriminación sustantiva señala que se debe asegurar la igualdad para el disfrute efectivo de los 
derechos, prestando suficiente atención a los grupos o individuos que sufren injusticias históricas o 
son víctimas de prejuicios persistentes en lugar de limitarse a comparar el trato formal que reciben 
las personas en situaciones similares; por lo que es necesario adoptar de forma inmediata las 
medidas necesarias para prevenir, reducir y eliminar las condiciones y actitudes que generan o 
perpetúan la discriminación sustantiva o de facto28.   
Asimismo, el Comité refiere que los Estados deben evitar la discriminación directa cuando un 
individuo recibe un trato menos favorable que otro en situación similar por alguna causa 
relacionada con uno de los motivos prohibidos; y la discriminación indirecta cuando existen leyes, 
políticas o prácticas en apariencia neutras pero que influyen de manera desproporcionada en los 
derechos protegidos afectados por los motivos prohibidos de discriminación
29
.  
A nivel regional, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha señalado en su jurisprudencia: 
“El principio de derecho imperativo de protección efectiva de la ley y no discriminación determina 
que los Estados deben abstenerse de producir regulaciones discriminatorias o que tengan efectos 
discriminatorios en los diferentes grupos de una población al momento de ejercer sus derechos” y 
que “además, los Estados deben combatir prácticas discriminatorias y adoptar las medidas 
necesarias para asegurar una efectiva igualdad de todas las personas ante la ley”30.  
Al respecto se puede afirmar que el Estado Peruano cumple con la obligación de regular la 
erradicación de la discriminación, pues en nuestra Constitución Política se ha consagrado como un 
28 Cfr. COMITÉ DE DERECHOS ECONÓMICOS, SOCIALES Y CULTURALES. Observación General N° 
20 (E/C.12/GC/20), parágrafos 8, 9. 
29 Cfr. COMITÉ DE DERECHOS ECONÓMICOS, SOCIALES Y CULTURALES. Observación General N° 
20 (E/C.12/GC/20), parágrafos 10, 11. 
30 Caso López Álvarez contra. Honduras. Fondo, Reparaciones, y Costas. Sentencia de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos. 1 de febrero de 2006. Serie C, N° 141. Fundamento 170.  Condición 
Jurídica y Derechos de los Migrantes Indocumentados. Opinión Consultiva de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos. OC-18/03. 17 de septiembre de 2003. Serie A N°, 18. Fundamento 89.   
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principio que inspira todo nuestro sistema jurídico que la defensa de la persona y su dignidad son el 
fin supremo de la sociedad y del Estado; asimismo, la prohibición específica de la discriminación se 
encuentra establecida en el artículo 2 inciso 2 que reconoce el derecho a la igualdad ante la ley y 
prohíbe la discriminación por motivo de origen, raza, sexo, idioma, religión, opinión, condición 
económica o de cualquiera otra índole. En el caso específico de las personas LGTB, debemos 
afirmar que no existen leyes o políticas de Estado dirigidas contra ellas a fin de menoscabar el goce 
de los derechos que los Tratados de Derechos Humanos ratificados por el Perú y nuestra 
Constitución reconocen a todos los seres humanos  por igual. 
En este sentido, nuestro Tribunal Constitucional Peruano ha señalado que: “El carácter digno de la 
persona, en su sentido ontológico, no se pierde por el hecho de que se haya cometido un delito. 
Tampoco por ser homosexual o transexual, o en términos generales por que se haya decidido por un 
modo de ser que no sea de aceptación de la mayoría”. Asimismo, destaca que: “…de conformidad 
con el artículo 1° de la Constitución, la defensa de la persona humana y el respeto de su dignidad 
son el fin supremo de la sociedad y del Estado. En ese sentido, el respeto por la persona se convierte 
en el leit motiv que debe informar toda actuación estatal. Para tales efectos, la Constitución peruana 
no distingue a las personas por su opción y preferencias sexuales; tampoco en función del sexo que 
pudieran tener. Se respeta la dignidad de la persona”31. 
Del mismo modo, el Estado Peruano legalmente han tomado las previsiones legislativas pertinentes, 
desde el ámbito constitucional, al incluir la cláusula “y de cualquier otra índole” en la regulación 
general contra la discriminación, lo que determina que la prohibición se da no solo contra las 
personas LGTB, sino contra todas las otras categorías prohibidas por el Derecho32. En el caso de 
31 Caso Álvarez Rojas. STC Nº 2868-2004-AA/TC, 24 de noviembre de 2004, fundamento 23. 
32 Defensoría del Pueblo ha señalado que en el ordenamiento jurídico interno tiene tres ámbitos de  protección 
frente a los actos de discriminación: el constitucional, el administrativo y el penal. Para la protección del 
derecho a la no discriminación, el artículo 200º inciso 2) de la Carta Política prevé el proceso constitucional 
de amparo, el cual constituye una garantía constitucional destinada a la protección de derechos distintos a la 
libertad individual y a los tutelados por el hábeas data, que procede contra el hecho u omisión por parte de 
cualquier autoridad, funcionario o persona que vulnere o amenace los derechos fundamentales. En el ámbito 
penal la Ley Nº 27270, Ley contra actos de discriminación, publicada el 29 de mayo del 2000, introdujo por 
primera vez en nuestro ordenamiento jurídico el delito de discriminación en el artículo 323º del Código Penal, 
dentro de los delitos contra la humanidad. Dicha norma sancionaba con la pena de prestación de servicios a la 
comunidad de 30 a 60 jornadas o limitación de días libres de 20 a 60 jornadas a quien discriminara “a otra 
persona o grupo de personas, por su diferencia racial, étnica, religiosa o sexual”. No obstante, la regulación 
contenía algunas insuficiencias. Así, sólo contemplaba algunos motivos prohibidos (raza, identidad étnica, 
religión y sexo) para considerar que un hecho era discriminatorio, no encontrándose tipificada, por ejemplo, la 
discriminación por motivos como discapacidad, edad, idioma, entre otros. Por otro lado, la pena establecida 
para dicho delito era simbólica. La modificación introducida por la Ley Nº 28867, publicada el 9 de agosto 
del 2006, completó la anterior redacción. De acuerdo con la citada norma, el delito de discriminación se 
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que en la realidad se dieran conductas o trato discriminatorio contra dichas personas, en nuestro 
sistema legal están regulados los medios necesarios para que puedan reclamar por las violaciones a 
sus derechos, conforme a los procesos constitucionales regulados en el Código Procesal 
Constitucional33. 
Respecto al trato diferencial, el Comité de Derechos Humanos ha señalado que se considera 
discriminatorio cuando se da por alguno de los motivos prohibidos, a menos que exista una causa 
razonable y objetiva para dispensarlo. En este contexto, no se puede afirmar que el Estado Peruano 
al no regular el matrimonio igualitario o las uniones civiles incurra en un trato diferencial o una 
práctica discriminatoria contra las personas homosexuales, especialmente teniendo en cuenta que la 
regulación jurídica del matrimonio en todos los Tratados de Derechos Humanos, ratificados por el 
Estado peruano, se refiere a hombre y mujer; lo que ha llevado al Comité de Derechos Humanos a 
señalar que los Estados no tienen la obligación, en virtud del Derecho Internacional, de permitir el 
matrimonio homosexual34. 
En el estado actual de cosas, la Corte Europea de Derechos Humanos ha establecido que el artículo 
12 de la Convención Europea de Derechos Humanos (CEDDHH)35 no obliga al Estado a dar acceso 
encuentra tipificado actualmente en los siguientes términos: “El que, por sí o mediante terceros, discrimina a 
una o más personas o grupo de personas, o incita o promueve en forma pública actos discriminatorios, por 
motivo racial, religioso, sexual, de factor genético, filiación, edad, discapacidad, idioma, identidad étnica y 
cultural, indumentaria, opinión política o de cualquier índole, o condición económica, con el objeto de anular 
o menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos de la persona, será reprimido con pena
privativa de libertad no menor de dos años, ni mayor de tres o con prestación de servicios a la comunidad de 
sesenta a ciento veinte jornadas”. Asimismo, la norma establece dos supuestos de agravación de la pena: (i) 
cuando el agente sea un funcionario o servidor público y (ii) cuando la discriminación se ha materializado 
mediante actos de violencia física o mental. Para estos casos, la pena será no menor de dos ni mayor de cuatro 
años e inhabilitación conforme al inciso 2) del artículo 36º del Código Penal. 
Asimismo, se puede afirmar que de existir discriminaciones de hecho por motivos de orientación sexual, los 
ciudadanos peruanos pueden solicitar la protección de sus derechos ante Defensoría del Pueblo. 
Cfr. DEFENSORÍA DEL PUEBLO. La Discriminación en el Perú. Problemática, normatividad y tareas 
pendientes. Serie Documentos Defensoriales -  Documento Nº 2, primera edición, septiembre 2007, pp. 50 -88 
y 109 -111. 
33 Artículo Artículo 37.- Derechos protegidos. El amparo procede en defensa de los siguientes derechos: 
1) De igualdad y de no ser discriminado por razón de origen, sexo, raza, orientación sexual, religión,
opinión, condición económica, social, idioma, o de cualquier otra índole; (…) 
34 Caso Joslin v. Nueva Zelanda. Dictamen del Comité de Derechos Humanos emitido a tenor del párrafo 4 
del artículo 5 del Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. 
CCPR/C/75/D/902/1999. 17 de julio de 2002. pp. 10 -11. 
35 De texto similar al artículo 17 de la Convención Americana de Derechos Humanos. 
Artículo 12 de la Convención Europea de Derechos Humanos.- A partir de la edad núbil, el hombre y la mujer 
tienen derecho a casarse y a fundar una familia según las leyes nacionales que rijan el ejercicio de este 
derecho. 
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al matrimonio a parejas de personas del mismo sexo. En este sentido, en el caso Schalk and Kopf v. 
Austria la Corte concluyó de manera unánime que la redacción del artículo 12 no impone al 
Gobierno austríaco la obligación de garantizar a las parejas de personas del mismo sexo el acceso al 
matrimonio”36. También de manera unánime sostiene que no hay violación del artículo 12 de la 
CEDDHH37.  
La Corte fundó su decisión en la doctrina del “margen de apreciación” de los Estados comunitarios, 
analizando si se tomaron todas las medidas necesarias para garantizar los derechos a los actores por 
parte del Estado respectivo; por lo que determinó que “no hay consenso en Europa en lo que 
concierne al matrimonio entre personas del mismo sexo, y "no hay consenso como para modificar el 
concepto de matrimonio” ni “hay convergencia de estándares en lo que se refiere a matrimonios de 
personas del mismo sexo”38. En este sentido, los jueces Malinverni y Kovler destacaron que el 
artículo 31 de la Convención de Viena de 1969 exige realizar la interpretación conforme al 
significado ordinario de los términos del tratado y se mostraron convencidos que, en el caso del 
artículo 12, este significado "no puede ser ningún otro que el reconocimiento de que un hombre y 
una mujer, es decir, personas de sexo opuesto, tienen el derecho a casarse"39. Tal es la conclusión a 
la que se llega también si se interpreta el artículo "a la luz de su objeto y propósito" como exige el 
mismo artículo 31 citado. Además, subrayan que la interpretación literal constituye la regla general 
de interpretación y ello excluye la posibilidad de interpretar el artículo 12 en el sentido de que 
confiere el derecho al matrimonio a personas del mismo sexo. La regla de interpretación invocada 
impediría, según los jueces, una construcción evolutiva en la interpretación del texto del artículo 12 
que separe el matrimonio de su finalidad percibida por la tradición. Por lo que, concluyen que la 
Corte no puede, bajo el pretexto de una interpretación actualizada, derivar la existencia de derechos 
Artículo 17 de la Convención Americana de Derechos Humanos.-  (…) 2. Se reconoce el derecho del hombre 
y la mujer a contraer matrimonio y a fundar una familia si tienen la edad y las condiciones requeridas para 
ello por las leyes internas, en la medida en que éstas no afecten al principio de no discriminación establecido 
en esta Convención. 
36 CORTE EUROPEA DE DERECHOS HUMANOS. Caso Schalk and Kopf v. Austria. Aplicación 30141/04. 
Sentencia del 24 de junio de 2010, parágrafo 63.  "In conclusion, the Court finds that Article 12 of the 
Convention does not impose an obligation on the respondent Government to grant a same-sex couple like the 
applicants access to marriage." 
37 Cfr. Opinión concurrente de los jueces Giorgio Malinverni y Anatoly Kovler anexo al final de la Sentencia 
del 24 de junio de 2010. 
38 CORTE EUROPEA DE DERECHOS HUMANOS. Caso Schalk and Kopf v. Austria. Aplicación 
30141/04. Sentencia del 24 de junio de 2010, parágrafos 46 - 58.   
39 Cfr. Opinión concurrente de los jueces Giorgio Malinverni y Anatoly Kovler anexo al final de la Sentencia 
del 24 de junio de 2010. “There is therefore no doubt in my mind that Article 12 of the Convention cannot be 
construed in any other way than as being applicable solely to persons of different sexes”. 
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no previstos al momento de la firma del convenio, como en este caso, el del matrimonio entre 
personas del mismo sexo40. 
En este contexto, es necesario subrayar que al no existir consenso a nivel internacional sobre el 
matrimonio o las uniones civiles para personas del mismo sexo, ni consistir una obligación jurídica 
que provenga de los Tratados de Derechos Humanos ratificados por el Estado Peruano, no existe 
obligación alguna de regular este tipo de uniones, pues, en virtud de la doctrina del margen de 
apreciación, corresponde a los Estados, en ejercicio de su soberanía, decidir el regular o no dicha 
materia; la falta de reconocimiento legal por el Estado peruano no puede ser considerada como 
violación alguna de los derechos protegidos; y en consecuencia, no implica tampoco trato 
diferencial o discriminatorio del Estado peruano contra las parejas del mismo sexo. 
IV. A manera de conclusión
Si bien es cierto en diversos Estados del mundo aún existen prácticas discriminatorias contra las 
personas LGTB, traducidas en conductas tales como: ejecuciones extralegales, violencia y tortura, 
acceso a la justicia, privacidad, no discriminación, los derechos de libertad de expresión y reunión, 
empleo, salud, educación, cuestiones de migración y refugiados, participación pública y una 
variedad de otros derechos, que los constituyen en un tipo de minorías a proteger a fin de evitar que 
se les prive de la protección efectiva de los derechos fundamentales que les corresponden, ello no 
debe ser utilizado como fundamento de la existencia de un Derecho a que se regule la Unión Civil 
entre personas del mismo sexo, pues como se ha demostrado, la orientación sexual no está 
considerada jurídicamente como un Derecho sino como una categoría específica de discriminación 
que los Estados deben erradicar a fin de garantizar el goce efectivo de todos los derechos 
reconocidos universalmente en los diferentes Tratados de Derechos Humanos a todos los seres 
humanos en igualdad de condiciones.  
40 Cfr. Opinión concurrente de los jueces Giorgio Malinverni y Anatoly Kovler anexo al final de la Sentencia 
del 24 de junio de 2010. “Admittedly, the Convention is a living instrument which must be interpreted in a 
“contemporary” manner, in the light of present-day conditions (see E.B. v. France [GC], no.43546/02, § 92, 
ECHR 2008-..., and Christine Goodwin v. the United Kingdom [GC], no. 28957/95, §§ 74-75, ECHR 2002-
VI). It is also true that there have been major social changes in the institution of marriage since the adoption 
of the Convention (see Christine Goodwin, cited above, § 100). However, as the Court held in Johnston and 
Others v. Ireland (18 December 1986, § 53, Series A no. 112), while the Convention must be interpreted in 
the light of present-day conditions, the Court cannot, by means of an evolutive interpretation, “derive from [it] 
a right that was not included therein at the outset”. (…) I consider that Article 12 is inapplicable to persons of 
the same sex”. 
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Dentro de esos derechos se ha probado que en la actualidad no existe una norma jurídica 
proveniente del Derecho Internacional de los Derechos Humanos que sea vinculante para los 
Estados y que los obligue a regular el matrimonio igualitario ni mucho menos las uniones civiles 
entre personas del mismo sexo; por lo que, en definitiva, el Estado peruano no tiene el deber de 
regular este tipo de uniones, lo cual no implica desprotección de los derechos de las personas 
LGTB, ni mucho menos configura una trato diferente ni una práctica discriminatoria en su contra.  
 IUS, Año IV N° 07, enero - julio 2014
